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I. Introducción 

El matrimonio y la vida familiar cuentan con protección constitucional en el artículo 

14 bis de la Constitución Nacional y diversos tratados internacionales tales como: 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, todos con rango constitucional a partir de la reforma de 1994. Además, 

también se encuentra vigente el Convenio 156 de la Organización Internacional del 

Trabajo en adelante OIT “sobre los derechos de los trabajadores con cargas familiares” 

que establece que a las personas con responsabilidades familiares que deseen desempeñar 

o desempeñen un empleo puedan ejercer su derecho a hacerlo sin ser objeto de 

discriminación.  

El artículo 180 de la LCT establece que se considera despido por causa de 

matrimonio cuando la empleadora no haya invocado causa o dicha causa no pueda ser 

probada, cuando se haya realizado tres meses antes o seis meses posteriores a la 

celebración del matrimonio, siempre y cuando la empleadora haya sido notificada 

fehacientemente del mismo. En ningún momento el articulado expone que solamente se 

corresponde a la mujer y que el dependiente deba demostrar que el despido se haya basado 

en una discriminación por matrimonio. Esto iría en contra de garantías como la igualdad 

y no discriminación. Además, dichos artículos, 180,181, y 182 lo que buscan es la 

protección de la institución de la familia, protección consagrada constitucionalmente y en 

diversos tratados internacionales de derechos humanos, mencionados anteriormente.  

La LCT, prohíbe en su artículo 17 cualquier tipo de discriminación entre 

trabajadores, por lo tanto, la única interpretación que cabe aplicar a el articulado de dicha 

norma es la aplicación indistinta entre hombres y mujeres. Al igual que el artículo 402 

del Código Civil y Comercial de la Nación, el mismo reza que ninguna norma puede ser 

interpretado de manera que limite, restringa o limite la igualdad de derechos y 

obligaciones de los integrantes de un matrimonio.  
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El caso analizado en este trabajo: “CNT57589/2012/1RH1 Puig, Fernando Rodolfo 

c/ Minera Santa Cruz S.A s/ Despido.” Se aprecian las cuestiones nombradas 

anteriormente, debido a que se produce un despido dentro de los seis meses de haberse 

llevado a cabo el matrimonio, y una postura discriminatoria del Tribunal inferior lo cual 

va en contra del artículo 17 de la LCT. Debido a que al margen de que el artículo 182 de 

la LCT que establece una indemnización especial por despido por causa de matrimonio, 

como es el caso ya que la minera no invocó otra causal, se encuentre en el título VII 

titulado “Trabajo de las Mujeres”, en ningún momento el mismo establece que la norma 

sea para solamente para las mujeres, es decir que no hay literalidad ni elemento que 

autorice a excluir de sus disposiciones al hombre. El mismo sienta jurisprudencia, al 

determinar que la indemnización por causa de matrimonio, es igual para ambos consortes 

sin importar el género de estos.   

En el presente caso se presentan para analizar dos tipos de problema uno lingüístico 

y uno axiológico, el lingüístico, se plasma, ya que el Tribunal Inferior interpreta los 

artículos 180 y siguientes, como dirigidos solamente a las mujeres debido a que los 

mismos se encuentran en el capítulo de la ley 20744, en el título VII “Trabajo de las 

mujeres”, pero al interpretarlo de dicho modo actúa de manera discriminatoria y haciendo 

una interpretación errónea de la norma según lo entiende el Tribunal Superior lo que 

busca es la protección integral de la familia, y la interpretación que debe hacerse de los 

mismos es igualitaria para ambas partes del matrimonio indistintamente del género, aquí 

se aprecia la violación de dos principios el de no discriminación, emanado del derecho 

laboral y la violación al principio de protección integral de la familia, emanado de la Carta 

Magna, acá se aprecia el problema axiológico.  

En el presente trabajo en primer lugar se determinaron los problemas jurídicos 

presentes en el caso, posteriormente se realizará un recorrido por los hechos que 

motivaron el mismo, la historia procesal y la decisión tomada por la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación. Más adelante se realizará un análisis jurisprudencial y doctrinario 

para encontrar visiones contrapuestas respecto a los argumentos del tribunal.  

II. Descripción de la premisa fáctica, historia procesal y decisión del tribunal 

El actor Puig Fernando, promueve una acción por despido incausado contra su ex 

empleador, ya que el mismo fue desvinculado de la  empresa dentro de los seis meses 

posteriores a su matrimonio, siguiendo el artículo 181 de la LCT lo mismo hace presumir 
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que el despido sin invocación de motivos tiene por causa el matrimonio, la Sala VI de la 

Cámara Nacional de Apelaciones de Trabajo confirmó la sentencia de primer instancia, 

rechazó el reclamo de indemnización especial por despido por causa de matrimonio 

establecido en el artículo 182 de la LCT. El a quo consideró que la pretensión había sido 

desestimada por el juez de origen porque, aunque se acreditó que la empleadora tomó 

conocimiento del matrimonio celebrado el día 18 de marzo de 2010, el actor no había 

logrado probar que el distractor se hubiera producido por dicha razón, los testigos 

manifestaron desconocer el motivo de la desvinculación ocurrida el 25 de junio de 2010. 

Tampoco surgía de sus declaraciones que la empresa llevara adelante una “práctica 

discriminatoria” (art. 1 Ley 23592) y no halló elementos que permitiesen tener por 

configurado un despido discriminatorio que autorizase a aplicar las pautas en materia de 

prueba establecidas por esta Corte en los precedentes sobre la materia.   

Frente a dicha decisión el actor interpone un recurso extraordinario, el cual fue 

denegado, lo que origina este recurso de queja. En la cual argumenta que dicha decisión 

viola las garantías de igualdad y no discriminación, la protección integral de la familia 

consagrado constitucionalmente en diversos tratados internacionales de Derechos 

Humanos incorporados en la reforma del año 1994, en el artículo 75 inciso 22. Sostiene 

que el fallo es arbitrario porque carece de la debía fundamentación, debido a que se basa 

en fundamentaciones dogmáticas y no aplica el principio de equidad en materia de 

distribución de la carga de la prueba.  

En el artículo 180 de la antes mencionada Ley de Contrato de Trabajo, se considera 

despido por causa de matrimonio al: despido invocado sin justa causa o que la causa 

invocada no pudiese probarse, al realizado tres meses con anterioridad al acto nupcial o 

seis meses posteriores al mismo siempre que haya mediado notificación fehaciente al 

empleador.  

En el artículo siguiente, establece una indemnización especial de un año de 

remuneración más la establecida en el artículo 245 de la mentada ley. En ningún caso la 

norma se refiere expresamente a la mujer trabajadora como exclusiva destinataria de 

estas.  

Tras un análisis detallado de los argumentos esgrimidos, la Corte Suprema de Justicia 

de la Nación, declara admisible la queja, procedente el recurso extraordinario interpuesto 

y con el alcance indicado se revoca la sentencia apelada, volviendo los autos al tribunal 
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de origen a fin de que, por quien corresponda, se dicte pronunciamiento con arreglo al 

presente.  

III. Análisis de la ratio decidendi  

En su decisión la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en adelante CSJN, sostiene 

que la prohibición de despido por causa de matrimonio erróneamente se encuentra en el 

Capítulo VII, titulado “Trabajo de las Mujeres”, de la Ley de Contratos de Trabajo, ya 

que los artículos 180, 181, 182 en ningún momento se refieren expresamente a las mujeres 

trabajadoras como exclusivas destinatarias de estos.  

Siguiendo el fallo plenario N° 272 “Drewes”, se estableció que en caso de que se 

acredite que el despido de los trabajadores obedece a causales de matrimonio, le 

corresponde la indemnización prevista en el artículo 182 de la LCT.  

Los jueces que entendieron en la causa consideraron que sobre la base de la doctrina 

plenaria del fuero, admitieron que tanto los empleados hombres como mujeres tienen 

derecho a la indemnización del artículo 182, en caso de despido por causas de 

matrimonio, sostuvieron que la presunción contenida en el artículo 181, el articulado en 

ningún momento establece literalidad o algún elemento que autorice a excluir de sus 

disposiciones al hombre, la única interpretación que cabe efectuar de los artículos en 

cuestión es que sus disposiciones son aplicables indistintamente a los trabajadores más 

allá de su género, siguiendo el principio de no discriminación emanado de la LCT.  

Los magistrados de la CSJN, entienden que no puede perderse de vista que el régimen 

normativo protector contra el despido motivado por el matrimonio reconoce su génesis 

en el hecho de que, ante la asunción de responsabilidades familiares -derivada de la unión 

conyugal- por parte de los trabajadores, los empleadores temen que el cumplimiento de 

las obligaciones laborales y la capacidad productiva de aquellos se vean afectados, lo que 

los induce a desvincularlos. Los arts. 180 a 182 de la LCT conforman un sistema de 

protección mediante el cual el legislador ha procurado desalentar ese tipo de medidas 

extintivas claramente discriminatorias que afectan a quienes deciden unirse en 

matrimonio y conformar una familia. En este contexto, la presunción del artículo 181 es 

una pieza fundamental de ese sistema de garantías pues permite superar las dificultades 

que normalmente se presentan a la hora de probar la real motivación de un despido.  

En el nuevo paradigma sociocultural los cónyuges ya asumen o tienden a asumir por 

igual las responsabilidades familiares, no puede interpretarse que los estímulos del 
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empleador para despedir a quienes contraen matrimonio se suscitan solamente en el caso 

de las mujeres trabajadoras, y que solamente ellas deben estar íntegramente abarcadas por 

el sistema protector especial de los arts. 180, 181 y 182 de la LCT. 

La decisión de la cámara, en esas condiciones, se exhibe prescindente de los 

principios y directivas constitucionales e internacionales que, sin desmedro de propender 

al especial resguardo de la mujer, privilegian también la protección del matrimonio y de 

la vida familiar (arts. 14 bis de la Constitución Nacional y 11.2 y 17 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, 3 y 16 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer y 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales), dichos instrumentos internacionales que gozan de rango 

constitucional según el artículo 75 inc. 22 de la Carta Magna. Asimismo, reconocen el 

derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio.  

El Convenio 156 de la Organización Internacional del Trabajo, en adelante OIT, 

“sobre los trabajadores con responsabilidades familiares”, ratificado por la Ley 23451, en 

1987 pone en cabeza de los estados miembros la obligación de incluir entre los objetivos 

de sus políticas nacionales “el de permitir que las personas con cargas familiares que 

desempeñen o deseen desempeñar un empleo ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto 

de discriminación, con miras de lograr de este modo una igualdad efectiva entre 

trabajadores y trabajadoras. Las directivas internacionales consagran innegablemente la 

igualdad de derechos de hombres y mujeres frente al matrimonio y las responsabilidades 

familiares.  

El cimero tribunal además cita, en concordancia con esos principios que emergen del 

ordenamiento internacional, las previsiones vigentes de nuestro derecho interno en 

materia civil las cuales vedan el otorgamiento de un trato diferencial al varón que contrae 

matrimonio respecto del que se le da a la mujer. En efecto el artículo 402 del Código Civil 

y Comercial de la Nación determina expresamente que “Ninguna norma puede ser 

interpuesta ni aplicada en el sentido de limitar, restringir, excluir o suprimir la igualdad 

de derechos y obligaciones de los integrantes del matrimonio, y los efectos que el mismo 

produce, sea constituido por dos personas del mismo o distinto sexo”, siguiendo esto, la 

única forma de interpretación que cabe asignar al artículo 181 de la LCT es que la misma 
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equipara a hombres y mujeres para acceder a la protección especial en caso de despido 

por matrimonio.  

En consecuencia, dicho tribunal considera que corresponde descalificar el fallo 

apelado pues media en el caso la relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto 

y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas siguiendo el artículo 14 de la Ley 

48.  

El Procurador Fiscal, hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso 

extraordinario y se deja sin efecto la sentencia apelada con el alcance indicado.  

IV. Descripción del análisis conceptual, antecedentes doctrinarios y 

jurisprudenciales 

Luego del análisis pormenorizado del presente fallo y de haber encontrado los 

problemas jurídicos, se procederá a la realización de un análisis doctrinario a fin de 

obtener una postura objetiva respecto a la decisión del máximo tribunal.  

Para comenzar se definirá el despido por matrimonio siguiendo a Ferreirós (2009), 

dicha autora dice que siguiendo el artículo 181 de la LCT el despido, corresponderá a 

causales de matrimonio cuando el mismo fuese impuesto sin invocación de causa por el 

empleador o la causa no sea justificada, siempre que se produzca dentro de los tres meses 

anteriores o seis posteriores a la adquisición de las nupcias, siempre que dicho acto haya 

sido fehacientemente notificado al empleador. Siguiendo a dicha autora tanto en este caso 

como en el del embarazo corresponden a situaciones iuris tantum, lo que quiere decir que 

se puede admitir prueba en contra, y que dichas causales de despido generarán el pago de 

una indemnización agravada. La misma autora, considera que dichas causales 

corresponden a cuestiones de género, por lo tanto, luego de que se sentara doctrina en el 

dictado plenario 272 de la Cámara de Apelaciones de Trabajo, en la cual se estableció 

que en caso de que el afectado sea un varón y que dicho motivo esté fehacientemente 

probado, al mismo le corresponderá la indemnización prevista en el artículo 182 de la 

LCT.  

Rodríguez Mancini (2014) por su lado, respecto a dicha disyuntiva expone que los 

artículos 181 y 182 en ningún momento concluyen una solución, ya que no hablan sobre 

el alcance de la norma, la Capital Federal, en este caso ha resuelto que en caso de que del 

despido del trabajador varón que obedezca a causal de matrimonio, corresponderá la 

indemnización estipulada en el artículo 182 de la LCT. 
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Ahora bien, en el presente fallo se ve afectado en primer lugar el principio 

protectorio, Rodríguez Mancini (2004) lo define como aquel principio general que va a 

inspirar todas las normas del derecho laboral, y que ha de ser tenido en cuenta en la 

aplicación de estas, a su decir “es el principio de favor hacia el trabajador, pues tiene 

como última finalidad el respeto de la dignidad del ser humano del cual es merecedor de 

toda persona”. Por su lado Grisolía (2013) expone que dicho principio lo que busca es la 

protección de la dignidad del trabajador en su condición de persona humana, equiparando 

las diferencias existentes entre los trabajadores y sus empleadores. Por otro lado, Ferreirós 

(2009), entiende que dicho principio tiene jerarquía constitucional, ya que el artículo 14 

bis comienza rezando “El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las 

leyes…” siguiendo a dicha autora, la misma considera que los principios no son estáticos, 

sino que deben ser dinámicos en concordancia con el devenir de los tiempos.  

Rodríguez Mancini (2004), expresa que el principio protectorio se enuncia de tres 

formas: a través de la regla in dubio pro operario, a través de la regla de la norma más 

favorable y por último la regla de la condición más beneficiosa.  

Se definirá la primera regla, es decir el principio in dubio pro operario, dicha regla 

establece según el mencionado autor que cuando una norma sea pasible de varias 

interpretaciones, se realizará la más favorable para el trabajador. Grisolía (2013), por su 

lado entiende, si una norma es ambigua, y pudiera tener diferentes alcances, la 

interpretación que realizará el juez obligatoriamente será la más favorable al trabajador, 

pero ha de tenerse especial cuidado en aplicarla cuando exista duda razonable y no en lo 

general.  

Siguiendo por el principio de la no discriminación Ferreirós (2009), según dicha 

autora: 

La discriminación puede ser directa o indirecta, abarcando, la segunda, los 

tratamientos formales "neutros", pero con consecuencias perjudiciales para determinadas 

personas. Puede haber una práctica aparentemente neutra porque afecta a los trabajadores 

de los dos sexos, pero, a la vez, puede constituir una discriminación indirecta cuando 

afecta a los trabajadores de un sexo determinado de manera desproporcionada, como 

cuando en un sector predomina un sexo; así, la mano de obra temporal en un sector 

mayoritariamente femenino, manteniendo o incrementando incluso, la cantidad de 

trabajadores temporales. De esta manera, la oferta de empleo y la selección para el ingreso 
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suelen ser terreno fértil para la violación del principio de no discriminación. Por eso el 

Tribunal Constitucional de España admitió que es legítimo limitar la libertad de 

contratación del empleador, lo que ocurrió en un caso en el que un sindicato demandó a 

una empresa. (Ferrerirós, 2009 p. 99). 

Grisolía (2013), respecto a dicho principio nos explica que el artículo 16 de la 

Constitución Nacional, consagra el principio de igualdad ante la ley, y se refiere tanto a 

la igualdad de situaciones. Así mismo la LCT, en su articulado expone la prohibición de 

discriminar por cuestiones de sexo, religión, estado civil, raza, ideas políticas, razones 

gremiales, edad, entre otros.  

Respecto al caso analizado, hay un claro trato discriminatorio hacia el actor, por no 

aplicar la normativa de despido por causa de matrimonio. Siguiendo a Estudio Viplana 

(2021), que la Corte Suprema Nacional se expidió en 2020, en el caso bajo estudio, al 

afirmar que el despido por causa de matrimonio va a regir para todos los trabajadores sin 

distinción de género, argumentando que en la actualidad los consortes asumen por igual 

las responsabilidades familiares.   

En un fallo de la provincia de Salta “C. R E VS. GRUPO PEÑAFLOR S.A. – 

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD”, en dicha causa, el actor, casado 

recientemente, fue despedido sin justa causa, por lo que solicitó la indemnización prevista 

en el artículo 182 de la LCT. El máximo tribunal de la provincia confirmó lo resuelto 

previamente, y expuso que más allá de que los artículos 180 a 182, se encuentran dentro 

del título dedicado al trabajo de las mujeres, es evidente que lo que el legislador busca es 

la protección de la familia, siguiendo lo estipulado en el artículo 14 bis de la Carta Magna. 

Dichos jueces respecto a la interpretación de la norma estipulan que es necesario tener en 

cuentas las diversas circunstancias, y no la literalidad de la misma. (Protección por 

despido contra trabajadores varones. 31 de marzo de 2021. Recuperado de: 

http://myaabogados.com.ar/proteccion-contra-despido-matrimonio-trabajadores-

varones/). 

V. Postura del autor 

El autor del presente trabajo considera que la decisión tomada por el cimero tribunal 

marca un antecedente positivo en la jurisprudencia nacional. Ya que, se logra a través de 

este una verdadera igualdad de género, entre trabajadores.  
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Entiende que, si bien gran parte de la doctrina considera que los artículos 180 a 182, 

por encontrarse bajo el título trabajo de las mujeres de la LCT, enumeran una preposición 

iuris tantum, respecto a la trabajadora de sexo femenino y que en el caso del empleado 

varón para obtener la indemnización agravada del artículo 182 debía probar que dicho 

despido corresponde a causales de matrimonio. La decisión del máximo tribunal, 

interpretando la norma de acuerdo con el contexto social actual, en el cual los cónyuges, 

tienen equiparadas las cargas familiares, los ministros entienden que dicha norma lo que 

busca es la protección integral de la familia como base de la sociedad, siguiendo así lo 

estipulado en nuestra Constitución Nacional en el artículo 14 bis, mencionado 

anteriormente. Como así también siguiendo las directivas internacionales con raigambre 

constitucional, incorporadas con la reforma del año 1994. 

Además, se debe tener en cuenta que los principios rectores del derecho del Trabajo, 

partiendo de la base, el principio protectorio, siguiendo a Rodríguez Mancini (2004) lo 

define como aquel principio general que va a inspirar todas las normas del derecho 

laboral, y que ha de ser tenido en cuenta en la aplicación de estas, a su decir “es el 

principio de favor hacia el trabajador, pues tiene como última finalidad el respeto de la 

dignidad del ser humano del cual es merecedor de toda persona”. De dicho principio surge 

el principio in dubio pro operario, luego del análisis doctrinario realizado, este autor 

coincide con el postulado de que, en caso de duda sobre la aplicación de una norma o 

alcance de la misma, como es el presente caso, los jueces deben interpretarla a favor del 

trabajador.  

En el presente fallo, se ve vulnerado además el principio de no discriminación, ya 

que al establecer que el trabajador hombre, debe probar que el causal de despido se debió 

a causa de adquirir nupcias, se interpreta a la norma con una perspectiva de género. En 

este punto en particular no coincido con la autora Ferreirós (2009), quien cita el plenario 

272 de la Cámara de Apelación de Trabajo, estableciendo que al trabajador varón sólo le 

corresponderá la indemnización prevista en el artículo 182, cuando el motivo haya sido 

fehacientemente probado. Ya que en la actualidad como se ha mencionado ut supra, la 

familia constituye la base de la sociedad, las cargas familiares se han equiparado.  
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VI. Conclusión  

En el fallo analizado en el presente trabajo “CNT57589/2012/1RH1 Puig, Fernando 

Rodolfo c/ Minera Santa Cruz S.A s/ Despido.”, en el cual el actor es despedido luego de 

haber adquirido nupcias dentro de los seis meses estipulados en el artículo 180 de LCT, 

en el cual se considera que el despido corresponderá a causales de matrimonio, debiendo 

corresponderle la indemnización especial estipulada en el artículo 182 de la misma ley.  

El máximo tribunal hace lugar al recurso de queja, del actor, ya que el mismo 

considera que en primer lugar la sentencia del a quo es arbitraria, porque viola en primer 

momento el principio de protección a la familia, institución de vital importancia para la 

sociedad.  

Además, el cimero tribunal pone de manifiesto que se viola el principio de no 

discriminación y el principio protectorio, los cuales tienen en miras la protección de la 

dignidad del trabajador, por el sólo hecho de ser una persona humana.  

En el caso estudiado, en el cual hay una duda respecto a la aplicación de una parte 

del articulado de la LCT, por encontrarse este bajo el título “Trabajo de las mujeres”, la 

cual radica en si dicha aplicación corresponde al trabajador varón y si el mismo debe 

probar que el despido se debió a dicho motivo.  Del análisis realizado, surge nítido que la 

interpretación realizada por el tribunal inferior es en efecto discriminatoria, debido a que 

la intención del legislador al momento de redactarla es la protección de la familia.  

Así mismo es preciso tener en cuenta que los tiempos han evolucionado, en la 

actualidad la distribución de las responsabilidades familiares se realiza en igualdad de 

condiciones entre los consortes, sean del mismo o distinto sexo, por lo tanto, interpretar 

la norma como solamente dirigida a las mujeres, cuando la misma no dice nada al 

respecto, provoca un trato discriminatorio hacia el trabajador varón.  

Este decisorio marcando un precedente en la jurisprudencia nacional, respecto a la 

interpretación que debe realizarse del artículo 180 y siguientes en los casos en que el 

despido de un trabajador varón aduzca como causal el matrimonio.   
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